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En la Ciudad de México, a quince de agosto de dos mil diecinueve, se da cuenta al 
Ministro Eduardo Mediná Móra 1., instructor en el presente asunto, con el 
expediente de la-kcJht?óVersW constitucional al rubro\citada, turnada conforme al 
auto de radicación d quince de julio pasado. Coñste. 

tJ 

Ciudad ,d, México, a,quincéde agosto:de:dos mil diecinueve. 

Visto él escrito ¿i:dérnanda y los anexos de quien se ostenta como 

Sindica del Municipiode Santiágo SócIitpan, Vera, mediante los 

cuales promüeve confrov'ersia constitucional contra el Poder Ejecutivo y la 

Secretaría de F'inanzas y Planeación, ambos de dic 	tidad federativa, en la 

que impugna lo'siguiénfe:., 

"NORMA GENERAL YACTO CUYA 	DEMANDA: La ¡legal 
e indebida 'retención ,de, los recursos federa 	correspondientes a las 
ministraciones de los meses de agosto, septiembre y octubre de 2016, de/ 
Fondo, de. Aportacioné para la. lnfrae ' 	ra Social Municipal .v de las 
Demai-c5aciones Térritdriales del Distrito' - .' rar(FISMDF), por un monto de 
$4, 797,44700, .así;áomo 	 estableóido en el artículo 25 
de la Ley dé-Coordinación Fiscal y 	cuerdo por el qué se da a conocer la 
distribución 'de' -,, los . recursost'.4)Fondo de Aportaciones para la 
Infraestructura Social l4u'nicipal y . e las Demarcaciones Terntoriales del 
Distrito Federal entre 'losrpunicipios del 'Estado de Veracruz, para el 
ejercicio fiscal 2016." 	(j 

Atento a IP anterior, con fundamento en los artículos 105, fracción 1, inciso i)1, 
de la Constitución Políti' Ir- los Estados Unidos Mexicanos, 12 y 11, párrafo 
pñmero3, de la Ley Regla -ntaria de las Fracciones 1 y II del Artículo 105 de la 

1 Artículo 105 de la Constitución Federal. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los 
términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
1. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se 
susciten entre: ( ... ) 
1) Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; 
(...) 
2 Artículo 1 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y II del Artículo 105 de la Constitución 
Federal. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones 
del presente Título, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad a que se 
refieren las fracciones 1 y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A 
falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por 
conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se tiene por presentada a 
la promovente con la personalidad que ostenta4. 

Por otra parte, se tiene aj municipio actor señalando domicilio para oír y 
recibir notificaciones en esta ciudad (no así el que indica en el Municipio de 
Santiago Sochiapan, Veracruz, en virtud de que las partes están obligadas a 
señalarlo en el lugar en que tiene SU sede este Alto Tribunal). 

Lo anterior, de conformidad con los artículos 10, fracción ll, y  26, párrafo 
primero6, de la invocada Ley Reglamentaria, así como 305 del referido Código 
Federal de Procedimientos Civiles y con apoyo en la tesis de rubro: 
"CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. LAS PARTES ESTÁN OBLIGADAS 
A SEÑALAR DOMICILIO PARA OÍR Y RECIBIR NOTIFICACIONES EN EL 
LUGAR EN QUE TIENE SU SEDE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN ('APLICACIÓN SUPLETORIA DEL ARTÍCULO 305 DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES A LA LEY REGLAMENTARIA DE 
LA MATERIA)"7. 

Ahora bien, de la revisión integral de la demanda y sus anexos, se arriba a la 
conclusión que procede desechar la controversia constitucional promovida, 
atento a las consideraciones que se desarrollan a continuación. 

Conforme a lo establecido en el artículo 258  de la Ley Reglamentaria de la 
Materia, el Ministro instructor está facultado para desechar de plano un medio de 
control de constitucionalidad, como el que ahora se analiza, sí advierte que en él 
se actualiza un rnotivc manifiesto e indudable de improcedencia, lo que se 
corrobora con la jurisprudencia que se cita a continuación: 

'CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN 'MOTIVO 
MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA' PARA EL EFECTO DEL 
DESECHA MIENTO DE LA DEMANDA. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 25 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones / y Ji del Artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Ministro instructor podrá 
desechar de plano la demanda de controversia constitucional si encontrare motivo 
manifiesto e indudable de improcedencia. En este contexto, por 'manifiesto" debe 
entenderse lo que se advierte en forma patente y absolutamente clara de la lectura 

representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal 
y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. ( ... ) 

De conformidad con las documentales que al efecto exhibe y en términos del numeral y fracción 
siguientes: 
Artículo 37 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de Veracruz. Son atribuciones del 
Síndico: ( ... ) 
II. Representar legalmente al Ayuntamiento;  (...) 

Artículo 10 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y  II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Tendrán el carácter, de parte en las controversias 
constitucionales: [.1. 
II. Como demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general o 
pronunciado el acto que sea objeto de la controversia [ ... ]. 
6 Artículo 26 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y  II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Admitida la demanda, el ministro instructor ordenará 
emplazar a la parte demandada para que dentro del término de treinta días produzca su contestación, y 
dará vista a las demás partes para que dentro del mismo plazo manifiesten lo que a su derecho convenga 
[.1. 

Tesis 1X12000, Aislada, Pleno, Novena Epoca, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XI, marzo de dos mil, página 796, registro 192286. 
8 Artículo 25 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y  II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. El ministro instructor examinará ante todo el escrito de 
demanda, y si encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano. 
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de la demanda, de los escritos aclaratorios o de ampliación, en su caso, 
y de los documentos que se anexen a tales promociones; mientras que lo 
"indudable" resulta de que se tenga la certeza y plena convicción de que 
la causa de improcedencia de que se trate efectivamente se actualiza en 
el caso concreto, de tal modo que aun cuando se admitiera la demanda y 
se sustanciara el procedimiento, no sería factible obtener una convicción 
diversa. "9  

En relación con lo anterior, de la simple lectura de la 
demanda y sus anexos, es posible advertir que, en la especie, se actualiza la 
causa de improcedencia prevista en el artículo 19, fracción VIII10, de la Ley 
Reglamentaria de la Materi, enrélaciónconel artículo 105, fracción 1, inciso i)" 
de la Constitución EederI, debidó a que el municipio actor carece de interés 
legítimo para intentar. ste medio de control ¿onstitucional. 

Al respecto, resultaj3ertinént píecisar, 'por principio de cuentas, que la 
improcedencia de 'una ,cohtrpersia 	contitucional puede derivar de alguna 
disposicionde la Ley Reglamentaria de la Mhte'ria, lo cual permite considerar no 
sólo los supuestos qiede manera espeóífica prevé sú artí 	9, sino también 
los que puedan deriva.del coñjúnto de 'normas 'quela inte\:' y de las bases 
constitucionales que la¡ rigen, siendo aplicablea este respecto la tesis de rubro 
siguiente: "C'ÓNTROVER$!A ' CONSTITUCIONA 	LA CAUSA DE 
IMPRÓCEDENbA\REVISTAEÑÉL ARTÍCÚLÓ 1 Q)'ACCIÓN VIII, DE LA 
LEY REGLAMENTARIA"DELA MATERIA, UNICAME 'TE DEBE RESULTAR 
DE ÁLGUNADISkÓSICIÓN'bÉ LA PRÍ OPIM, LEY Y, EN TODO 'CASO, DE LA 
CONSTITUCIÓN PÓL1TIcA DE LOS ESTADO 	1)OS MEXÍcANOS."12  

Por su parte; cdnvié'n tener presente que el criterio de esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación sobre, el interes 	o en contoversia constitucional 
tiene 	 de. tutelá - 	riibito de 'atribuciones que la  
Constitución,P.olítica de los Estádos Unidós Mexicanos confiere a los  
órqanos oriqinarios deh Estdo\i..,. rescjuardar '61' sistema federal  y, por 
tanto, para que las éndades, pode ')orgános é que se refiere el articulo 105, 
fracción 113,  de la citada Norna Fundáméntál tengan interés legítimo para acudir a 

Tesis P./J. 128/2001. Jurisprudencia. Pleno. Novena Época. Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XIV. Correspondi- •- 	mes de octubre de dos mil uno. Página ochocientas tres. Número 
de registro 188643. 
10 Artículo 19 de la Ley Regiametaria de las Fracciones i y 11 del Artículo 105 de la Constítiición 
Política de iosEstadosUnidos Mexicanos. Las controversias constitucionales son improcedentes: [...] 
VIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley. [.]. 
11 Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La Suprema Corte de 
Justicia de Ia\Nación.conocerá,'en lostérminos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos sigui&ltes: 
1 	De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, 
se susciten entre: [ ... ] 
i) Un Estado y uno de sus Municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; 

12  Tesis P./J. 32/2008. Jurisprudencia. Pleno. Novena Epoca. Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XXVII. Correspondiente al mes de junio de dos mil ocho. Página novecientas cincuenta y 
cinco. Número de registro 169528. 
13  Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La Suprema Corte de 
Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
1. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se 
susciten entre: 
a) La Federación y una entidad federativa; 
b) La Federación y un municipio; 
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esta vía constitucional, es necesario que con la emisión del acto  o norma 
general impuq nados  seoriae,  cuando menos, un principio de aqyavio.  

En ese sentido se pronunció la Primera Sala de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación al resolver los recursos de reclamación 28/2011-CA, 
30/2011-CA, 31/2011-CA y 1108120117-CA, fallados los días ocho y quince de junio 
de dos mil once, así como veinticuatro de enero de dos mil dieciocho, 
respectivamente; en tanto que la Segunda Sala de este Alto Tribunal resolvió en 
el mismo sentido el recurso de reclamación 51/2012-CA, en sesión de siete de 
noviembre de dos mil doce, y el Tribunal Pleno lo hizo al resolver el dieciséis de 
agosto de dos mil once, el recurso de reclamación 36/2011-CA. 

De este modo, el hecho de que la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos reconozca en su artículo 105, fracción 1, la posibilidad de 
iniciar una controversia constitucional cuando alguna de las entidades, poderes u 
órganos originarios del Estado estime que se ha vulnerado su esfera de 
atribuciones, es insuficiente para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
realice un análisis de constitucionalidad de las normas o actos impugnados 
desvinculado del ámbito competencia¡ constitucional del actor. 

Pues resulta necesario en este medio de control constitucional que los entes 
legitimados aduzcan en el escrito de demanda la facultad reconocida en la Norma 
Fundamental que estimen vulnerada; ya que de lo contrario, se carecerá de 
interés legítimo para intentarlo, al no existir principio de agravio que pueda ser 
estudiado por este Alto Tribunal. 

Lo anterior, porque si bien esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
puede revisar la constitucionalidad de actos y normas emitidos por autoridades 
del Estado a través de la controversia constitucional, para hacerlo está siempre 
supeditada a que exista un principio de agravio a la esfera competencial 
salvaguardada en la Constitución Federal a favor del actor, pues de no ser así, se 
desnaturalizaría la función de este medio impugnativo permitiéndose la revisión 
de un acto que de ningún modo afectaría al promovente en la. esfera de 

c) El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o, en su caso, 
la comisión Permanente; 
d) Una entidad federativa y otra; 
e) Se deroga. 
f) Se deroga. 
g) Dos municipios de diversos Estados: 
h) Dos Poderes de una misma entidad federativa, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones 
generales; 
i) Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; 
j) Una entidad federativa y un Municipio de otra o una demarcación territorial de la Ciudad de México, 
sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales, y 
k) Se deroga. 
1) Dos órganos constitucionales autónomos, y entre uno de éstos y el Poder Ejecutivo de la Unión o el 
Congreso de la Unión sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales. Lo dispuesto en 
el presente inciso será aplicable al organismo garante que establece el artículo 60. de esta Constitución. 
Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de las entidades federativas, de los 
Municipios o de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México impugnadas por la Federación; de 
los Municipios o de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México impugnadas por las entidades 
federativas, o en los casos a que se refieren los incisos c) y h) anteriores, y la resolución de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación las declare inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando 
hubiere sido aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos. 
En los demás casos, las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia tendrán efectos únicamente 
respecto de las partes en la controversia. 
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atribuciones tutelada en la Norma Fundamental. 

Ahora, es dable destacar que los conceptos de invalidez 

PODER JUDICIAL DELAFEDERACIÓN 
alegados por el municipio actor, consistente en que los 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DELANACIÓN 
municipios tienen derecho a la recepcion puntual, efectiva y 
completa tanto de participaciones como de aportaciones 
federales, y en general de todos los recursos que por cualquier 
concepto les destine la federación y si la entrega de dichas 

participaciones se incumplen o retardan, trae como resultado la privación de la 
base material y económica necesaria para cumplir con las obligaciones 
constitucionales, violando 'con ello lo referido en el artículo 115 Constitucional. 

En ese tenor, si bien el actor pretende que vía controversia constitucional se 
estudie la posible vulneración a las obligaciones del Ejecutivo Local de enterar a 
los Municipios las aportaciones quel la Federación le proporciona, lo cierto es que 
dichas violacione: las:)hace descansar de manera preponderante en la 
interpretación y a5licaión dedisposiciones ordinarias federales; lo cual es 
insuficiente para cdhsidrar procedenfe la presente contro 	constitucional, 
porqué en todo caso, el planteamiento deberíá evidenciar un. •'.ción entre esos 
actos impugnádos y 'la aféctación al ejercicio directo e inmediato a una 
competencia de ese municipio indicada en la Norma Fu,mental. 

En ese sentido, aunque el Municipio actor mencina que con los actos 
impugnados se vulnera el artículo 115, fracción l de la Constitución Política de 
los Estádos Unids Mexicanos14, ello también 	iciente para la procedencia 
de la controversia constitucional, en tanto la cit. 'a porción no contiene una 
atribución, facultado ¿ompetencia exclusiv. a favor de los municipios, sino una 
cláusulS sustantiva qu'fude a la forma e4/ueT  se integra la hacienda pública 

14 El cual dispone: IV.- Los municipiosadministr'n'libremente su hacienda, la cual se formará de los 
rendimientos de los bienes que les pertenezcabsi omo de las contribuciones y otros ingresos que las 
legislaturas establezcan a su.favbry en todo caso. 
a).- Percibirán las contribu'ci6ries, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre la 
propiedad inmobiliaria, de su fraccionam - to, división, consolidación, traslación y mejora así como las 
que tengan por base el cambio de valor -  lo inmuebles. 
Los municipios podrán celebrar convenio sí el Estado para que éste se haga cargo de algunas de las 
funciones relacionadas con la administración de esas contribuciones. 
b).- Las participaciones federales, que serán cubiertas por la Federación a los Municipios con arreglo a las 
bases, montos y plazos que anu. -' - se determinen por las Legislaturas de los Estados. NIry c).- Los ingresos derivados de la .. ción de servicios públicos a su cargo. 
Las leyes federales no limitarán laacultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se 
refieren los incisos a) y c), ni concéderán exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no 
establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas 
contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de las entidades 
federativas o, los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por 
particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto 
público. 
Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las legislaturas estatales las cuotas y 
tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de 
suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad 
inmobiliaria. 
Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, revisarán y fiscalizaran 
sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en 
sus ingresos disponibles, y deberán incluir en los mismos, los tabuladores desglosados de las 
remuneraciones que perciban los servidores públicos municipales, sujetándose a lo dispuesto en el 
artículo 127 de esta Constitución. 
Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los ayuntamientos, o 
bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley. 
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municipal, haciendo una remisión, precisamente, a la legislación local, lo que 
robustece la conclusión de que se manifiestan transgresiones no susceptibles de 
abordarse en una controversia constitucional. 

Cabe destacar, que si bien el Pleno de este Alto Tribunal ha conocido en 
controversia constitucional de la omisión de pago de participaciones y 
aportaciones reclamadas por los municipios, lo cierto es que, a partir de un nuevo 
análisis de los actos impugnados, se advierte que dichas omisiones no vulneran 
la Constitución Federal, sino que se trata de un planteamiento de transgresión a 
aspectos de legalidad. 

Lo anterior es así, ya que la naturaleza de las participaciones y aportaciones 
es la, de recursos económicos públicos cuya regulación y plazos de entrega no 
descansa en la Constitución Federal, sino en la referida Ley de Coordinación 
Fiscal. 

En consecuencia, el examen de legalidad de los actos que derivan de dichas 
normas, no corresponde a la competencia que tiene la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación para el caso de las controversias constitucionales, ya que como se 
indicó, el objeto de éstas es la de estudiar conflictos que se generen entre dos o 
más órgano originarios del Estado, respecto del ámbito de competencia 
constitucional que les corresponde. 

Al respecto, no pasa inadvertido que el artículo 115, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que "Los 
Municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los 
rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y 
otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor ,.J' sin embargo, la 
facultad que se desprende de diçho numeral es la correspondiente a la libertad 
hacendaria municipal, la cual podría asumirse como violada, en caso de que 
algún órgano, poder o entidad, se sustituyera en sus funciones de administración, 
cuestión que en el asunto de mérito no se plantea, porque en ningún momento se 
aduce que algún ente distinto al ayuntarniento municipal sea quien esté 
administrando su hacienda pública. 

Por el contrario, en la demanda sólo se plantean aspectos sobre los plazos 
para la entrega de los recursos establecidos en la normativídad de referencia; 
aduciendo, en relación a éstos, la retención de ministraciones, con la 
consecuente generación de intereses. Aspectos que se tratan de cuestiones de 
legalidad, en tanto atañen a particularidades establecidas por el legislador en una 
normativa distinta a la constitucional. 

En ese tenor, el suscrito Ministro instructor estima que la controversia 
constitucional, como medio de control constitucional, cuya finalidad es, en 
esencia, la defensa del sistema federativo, no se debe desvirtuar estudiando 
impugnaciones de mera legalidad; por lo que en el caso, al advertirse que los 
actos impugnados derivan de diversas violaciones a plazos y aspectos regulados 
en normatividad distinta a la Norma Fundamental, se concluye desechar la 
demanda presentada por el municipio actor. 
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Aunado a lo expuesto, también se actualiza la diversa causa 
de improcedencia prevista en el artículo 19, fracción VI15, de la 
Ley Reglamentaria de la Materia, relativa a la falta de 
definitividad. 

Esto, como se dijo con anterioridad, debido a que la 
promovente encuadra los actos reclamados en violaciones 
respecto de diversas facultades previstas en la Ley de 

Coordinación Fiscal, por tanto, para reclamar la omisión o negativa del Poder 
Ejecutivo de Veracruz de Ignacio de la Llave de entregar los recursos adeudados, 
debió agotar la vía legalnerite prevista en el referido ordenamiento legal, 
para obtener la revocció'h&modificación del'acto o norma que presuntamente le 
causa una afectációrí a su competencia', facultades y atribuciones 
constitucional mente previstas 

En esatesiturá,1  la&'stitución Federal reóonoce a los municipios y a sus 
ayuntamientos, como organos de gobierno, Ja facultad para administrar 
libremente su haciendá,Na dual se coríforma; eñtre otros 	entos, con las 
aportáciones federales, ls cúh'les se entregarán según lo -'ablecido en las 
legislacione corresporidient'e. 

Ahora bien, una dlas nórmativas aplicablesi5--.:ustamente la Ley de 
Coordinacióñ Fiscal. Este bfflen'amiento, según lo previste en su artículo 116  tiene 
como objeto coordina el.istma fiscal dé la ederación con las entidades 
federativas, así como con los municipios, 6 _.v.stablecer la participación 
correspondiente a sus haciendas públicas y su 

En .ese orden d' ideas, el artíc 	párrafo segundo17,  de dicho 
ordenamiento, señála'..quela Federación /regará Jas participaciones a los 
municipios por'-"conducto-,de las'enti.ades federativas, siendo que el retraso 
produce el pagó de Interesesy, e 	o dé' incumplimiento por parte de los 
estados, la Fede'raión nhará, ént 	...iireóta a los municipios, para lo cual  
descontará la particiaóióndél monto corresporidiente al Estado. 

Como se advierte, la Fed:)ón al ser quien entrega las participaciones a 
los estados, a fin de que éstos las entreguen por su conducto a los municipios, 
según corresponda, funge como un órgano de control respecto de la adecuada 
administración y destinor los recursos que corresponden a las entidades 
federativas y a los municiph' 

15 Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: [ ... ] 
VI. Cuando nb se haya agotado la vía legalmente prevista para la solución del propio conflicto; [.1. 
16 Artículo 1 de la Ley de Coordinación Fiscal. Esta Ley tiene por objeto coordinar el sistema fiscal de la 
Federación con las entidades federativas, así como con los municipios y demarcaciones territoriales, para 
establecer la participación que corresponda a sus haciendas públicas en los ingresos federales; distribuir 
entre ellos dichas participaciones; fijar reglas de colaboración administrativa entre las diversas autoridades 
fiscales; constituir los organismos en materia de coordinación fiscal y dar las bases de su organización y 
funcionamiento. 
17  Artículo 6 de la Ley de Coordinación Fiscal. [...] La Federación entregará las participaciones a los 
municipios por conducto de los Estados, dentro de los cinco días siguientes a aquel en que el Estado las 
reciba; el retraso dará lugar al pago de intereses, a la tasa de recargos que establece el Congreso de la 
Unión para los casos de pago a plazos de contribuciones; en caso de incumplimiento la Federación hará la 
entrega directa a los Municipios descontando la participación del monto que corresponda al Estado, previa 
opinión de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales. [ ... ] 
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Esa atribución corresponde a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
de conformidad con el artículo 818 de la Ley de Coordinación Fiscal, pues dicha 
dependencia debe informar sobre el comportamiento de las participaciones a las 
partes beneficiadas. 

Asimismo, con fundamento en el artículo 1119 de la Ley de Coordinación 
Fiscal, la citada Secretaría está facultada para disminuir las participaciones de  las 
enl:idades, cuando éstas violen lo dispuesto en los artículos 73, fracción XXIX, 
117, fracciones IV a VII y IX o 118, fracción 1, de la Constitución federal, o falte al 
cumplimiento del o de los convenios celebrados con la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. En ese caso, la mencionada dependencia debe oír a la entidad y 

\-\\I
deberá  atender el dictamen técnico de la Comisión Permanente de Funcionarios 
Fiscales. Cuando la disminución de participaciones suceda, la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público debe comunicar la resolución a la entidad respectiva, 
en la cual señalará la violación cometida. 

Un elemento adicional para evidenciar la facultad de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, respecto del control sobre el destino de las 
participaciones, es la posibilidad de esa dependencia para vigilar, por conducto 
de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales, la determinación, 
liquidación y pago de dichos recursos a los municipios20. En ese mismo sentido, 
el Reglamento Interior de los Organismos del Sistema Nacional de Coordinación 
Fiscal, establece la facultad de la citada Comisión para tomar las medidas 
necesarias para el  ejercicio de la mencionada facultad21. 

18 Artículo 8 de la Ley de Coordinación Fiscal. Para los efectos de las participaciones a que esta Ley se 
refiere y de los incentivos que se establezcan en los convenios de colaboración administrativa, las 
Entidades, los Municipios y la Federación estarán al resultado de la determinación y pago, que hubieren 
efectuado de créditos fiscales derivados de la aplicación de leyes sobre ingresos federales. 
La Federación por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público informará bajo los 
lineamientos que se establezcan, del comportamiento de las participaciones a las partes beneficiadas. 
19 Artículo 11 de la Ley de Coordinación Fiscal. cuando alguna entidad que se hubiera adherido al 
Sistema Nacional de coordinación Fiscal viole lo previsto por los artículos 73 fracción XXIX, 117 fracciones 
IV a VII y IX o 118 fracción 1, de la constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o falte al 
cumplimiento del o de los convenios celebrados con la Secretaría de Hacienda y crédito Público, ésta, 
oyendo a la entidad afectada y teniendo en cuenta el dictamen técnico que formule la Comisión 
Permanente de Funcionarios Fiscales, podrá disminuir las participaciones de la entidad en una cantidad 
equivalente al monto estimado de la recaudación que la misma obtenga o del estímulo fiscal que otorgue, 
en contravención a dichas disposiciones. 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público comunicará esta resolución a la entidad de que se trate, 
señalando la violación que la motiva, para cuya corrección la entidad contará con un plazo mínimo de tres 
meses. Si la entidad no efectuara la corrección se considerará que deja de estar adherida al Sistema 
Nacional de Coordinación Fiscal. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público hará la declaratoria 
correspondiente, la notificará a la entidad de que se trate y ordenará la publicación de la misma en el 
Diario Oficial de la Federación. Dicha declaratoria surtirá sus efectos 90 días después de su publicación. 
Las cantidades en que se reduzcan las participaciones de una entidad, en los términos de este precepto, 
incrementarán al Fondo General de Participaciones en el siguiente año. 
20 Artículo 21 de la Ley de Coordinación Fiscal. Serán facultades de la Comisión Permanente de 
Funcionarios Fiscales: [ ... 1 
]V.- Vigilar la creación e incremento de los fondos señalados en esta Ley, su distribución entre las 
Entidades y las liquidaciones anuales que de dichos fondos formule la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, así como vigilar la determinación, liquidación y pago de participaciones a los Municipios que de 
acuerdo con esta Ley deben efectuar la Secretaria de Hacienda y Crédito Público y las Entidades. [...] 
21 Artículo 23 del Reglamento Interior de los Organismos del Sistema Nacional de Coordinación 
Fiscal. La Comisión Permanente tendrá en sus atribuciones: [ ... ] 
V. Tomar las medidas necesarias para el ejercicio de la facultad de vigilancia en la creación, incremento y 
distribución de los fondos de participaciones, y sobre el pago que cada una de las Entidades efectúe a sus 
correspondientes municipios. [...] 
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respecto de 
municipios. 

Así, silos municipios se consideran afectados por la falta de 
entrega de los recursos por parte de los estados, entonces 
pueden hacerlo del conocimiento de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, para que ésta requiera a la entidad federativa. 
En caso de que la dependencia considere injustificada la omisión, 
puede entregar directamente los recursos a los municipios y, en 
su caso, descontar de la próxima ministración a los estados, 

aquellos dejados de entregar, para ser proporcionados a los 

De todo lo descrito, válidamente se puede concluir que la Ley de 
Coordinación Fiscal.. stablece una autoridd a la cual deben acudir los 
municipios, a fin de que puedan-, reclamar el incumplimiento por parte de las 
entidades federativas, de,s entregar oportunamente las participaciones y 
aportaciones a las .que tienen derecho. 

Ahora bien, en el caso coñcreto, el municipioactor pro 	la controversia 
constitucional para impugnar lá retención de aportaciones 	les respecto del 
Fondo de Aportaciones para la, lnfraestructura Social Municipal y de las 
Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal (FlSMdel periodo de agosto, 
septiembre y octubre de 2016. 

\4  

Al respecto, tanto délescrito inicial dede 
modo alguno se advierte que el municipio -actor,  
Hacienda y Crédito Público de que no ha-, recibido  

nda.como de los anexos, en 
formado a la Secretaría de 

recursos reclamados. 

Deáhí' también Ia iprocedencia d:6. ctual controversia constitucional, 
pues el murficipio 'actor no agotó la ví 	hlmente prevista para reparar la 
vulneración al derecho de..integrar los recursos de origen federal a su hacienda 
municipal, el cual estima violado. 

Tampoco pasa inadvertido- que de igual forma se actualiza la diversa causa 
de improcedencia prevista-  en -7'-.rtículo 19, fracción VII22, en relación con el 21, 
fracción 123, de la Ley Regl.\) tara de la Materia, relativa a la falta de 
oportunidad en la presentación de la demanda, ya que el presente asunto fue 
promovido fuera del plazo legal de treinta días hábiles, contados a partir del  
siquiente al en que se h •,'*, enido conocimiento del acto controvertido. 

s 
En principio es necesáridprecisar que si bien el municipio actor'impugna los 

actos omisivos de referencia dándoles el tratamiento de actos negativos, lo cierto 
es que dichas retenciones de recursos federales derivan de actos de naturaleza 
positiva, ya que lo irnpugnadó'no fueron omisiones de -pago, sino actos retención 
de recursos federales, entendidos como actos positivos, en tanto que existía una 

22 Artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y  II del Artículo 105 de la Constitución 
Federal. Las controversias constitucionales son improcedentes: [ ... ] 
Vil. Cuando la demanda se presentare fuera de los plazos previstos en el artículo 21 y  [...} 
23  Artículo 21 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y  II del Artículo 105 de la Constitución 
Federal. El plazo para la interposición de la demanda será: 
1. Tratándose de actos, de treinta días contados a partir del día siguiente al en que conforme a la ley del 
propio acto surta efectos la notificación de la resolución o acuerdo que se reclame; al en que se haya 
tenido conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor de los mismos; E ... ] 
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fecha cierta de pago establecida en los calendarios correspondientes a las 
entregas de los recursos federales, que fueron publicados debidamente a través 
del medio (le difusión oficial local. 

Esta concepción de los actos impugnados impacta en c91 cómputo de la 
oportunidad para controvertirlos, ya que delimita la posibilidad a los treinta días 
previos a que tuvo conocimiento de éstos, en términos del artículo 21 de la Ley 
Reglamentaria de la Materia. 

Sirve de apoyo a lo expuesto el criterio, aplicado por analogía de razón, 
sostenido en la tesis de rubro y texto siguientes: 

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. EL PLAZO PARA PROMOVERLA CONTRA 
UNA OMISIÓN DERIVADA DE UN ACTO POSITIVO QUE NO SE CONTROVIRTIÓ 
OPORTUNAMENTE ES EL QUE RIGE LA IMPUGNACIÓN DE ÉSTE. Si bien es 
cierto que corno lo estableció el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en la tesis jurisprudencial P./J. 43/2003, de rubro: 'CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL. CUANDO SE TRATE DE OMISIONES, LA OPORTUNIDAD 
PARA SU IMPUGNACIÓN SE ACTUALIZA DíA A DÍA, MIENTRAS AQUÉLLAS 
SUBSISTAN. ", cuando se trate de omisiones, la oportunidad para impugnarlas a través 
de la controversia constitucional se actualiza día a día, mientras aquéllas subsistan, 
también lo es que tal criterio no es aplicable cuando se impugnan las consecuencias 
directas de un acto positivo que no se controvirtió oportunamente, como es la falta de 
remisión al Congreso del Estado de Jalisco del dictamen técnico y del expediente de 
un Magistrado del Supremo Tribunal de Justicia local tres meses antes de, que 
concluyera su nombramiento para determinar lo relativo a su ratificación, a la que por-
ser 

or
ser una consecuencia necesaria del acuerdo del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado en el que determinó que el indicado juzgador es inamovible por haber sido 
ratificado con anterioridad, no se le puede atribuir el carácter de omisión para los 
efectos de la controversia, por lo que el plazo para controvertir la aludida falta de 
remisión es el mismo que rige para la impugnación del acuerdo del que deriva, sin que 
sea válido sujetarlo a la regla prevista en la jurisprudencia mencionada 

Ahora bien, para determinar si la impugnación de los actos es oportuna, debe 
tenerse en cuenta que la demanda de controversia constitucional que nos ocupa 
se presentó el quince de julio de dos mil diecinueve en la Oficina de Certificación 
Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, lo 
que denota que ha transcurrido en exceso el plazo para promover la presente vía 
constitucional, pues los fondos que son materia de impugnación pertenecen a los 
ejercicios fiscales de los años dos mil dieciséis. 

En esa tesitura, se encuentra lo dispuesto en el artículo 6, párrafo segundo, 
de la Ley de Coordinacón Fiscal, que establece que la Federación entregará los 
recursos federales; a los Municipios, por conducto de los Estados, dentro (le los 
cinco días siguientes a aquel en que éstos los reciban, por tanto, el actor tenía la 
posibilidad de impugnar,  el incumplimiento por parte de las autoridades estatales 
correspondientes de ministrar las aportaciones federales perténecientes al Fondo 
de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones 
Territoriales del Distrito Federal (FISMDF) de 2016, desde que feneció el referido 
plazo, en consecuencia, se itera, desde ese momento hasta la fecha de 
presentación de la demanda, se ha excedido el periodo para controvertir los actos 
que ahora aduce la parte actora. 

Por todo lo expuesto, la presente demanda debe desecharse de plano, por 
actualizarse los supuestos de improcedencia contenidos en el artículo 19, 
facciones VI, Vil, VIII, en relación con el. 21, fracción 1, de la Ley Reglamentaria de 
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la Materia, en relación con la fracción 1, inciso i), del artículo 105 
de la Constitución Federal. 

Por las razones expuestas, se 

ACUERDA 

PRIMERO. Se desecha de plano, por notoria y manifiesta 
improcedencia, la demanda presentada en vía de controversia constitucional por 
el Municipio de Santiago Sochiapan, Veracruz. 

SEGUNDO. Sin perjuicio d&lo anteHor, 'setiene a la promovente designando 
domicilio para-oír y.récibir notificaciones en esta 6iudad. 

TERCERO Una vez que cause estado este auto,"archivese el expediente 
como asunt&conc!uido 1 

Nótifíquese: Por lista -y'-por- 1 oficio. 

.Lo proveyó y firñi elM itro instrúctor'Eduardó Mesina Mora 1, quien 
actúa con la Maestra Carhina CortesRodriuez, Secretaria de la Sección de 
Trámite de CótroversiasCohstitucionles y de 	'e Incónstitucional¡dad 
de la SubsecretaríaGenerál de.Aóüedosde este Alto 	' nal, que da fe. 
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Esta hoja forma parte del acuerdo de quince de agosto de dos mil diecinueve, dictado por el 
Ministro Eduardo Medina Mora 1., instructor en la controversia contitucionaI 268/2019, 
promovida por el Municipio de Santiago Sochiapan, Veracruz. Conste. 
CCR/NAC 2 
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